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Sentencia del 13 noviembre 1990.

"La Sala, conforme a su tradicional e invariable criterio, no deja de reprochar, de exigir y de imponer sanción a todos aquellos actos de la autoridad que no se ajustan a la normatividad jurídica, especialmente los relacionados con los derechos civiles y las garantías sociales, esquemas vitales de los derechos humanos. Considera improcedentes, es obvio, prácticas de fuerza (material o moral) y desconoce toda validez a lo realizado en tan censurables circunstancias, demandando o aplicando, además, el condigno castigo para sus autores, tanto en la órbita penal como en la disciplinaria. Pero también se muestra alerta para no calificar, de buenas a primeras, como formas inaceptables de tortura, aprehensiones que buscan disminuir los riesgos de reacción (v.gr. imposición de esposas), o interrogatorios severos. Además, resulta obvio en el proceso de exclusión de resultados investigativos que éstos evidencien nexo causal con la práctica ilegal que los genera. Igualmente conviene insistir, en este estudio específico a que está constantemente abocado el juzgador, en lo que suele ser regla de experiencia, o sea, que los procesados, a más avezamiento en el delito, a mayor gravedad del mismo o protuberancia de la prueba de cargo, acuden a dramáticos relatos de coacción, que deben estudiarse con escrúpulo y serenidad, a fin de no cerrar el entendimiento ante violaciones impasables, ni abrirlo ingenuamente, con toda amplitud y efecto, a esta clase de maliciosas alegaciones.

".

"La tesis de la delegada, en cuanto pretende distinguir entre el allanamiento como tal (mera diligencia, art. 370 C.P.P.) y las pruebas recogidas durante el mismo, al punto que éstas pueden ser válidas, pese a la invalidez de aquél; o ellas pueden ser inválidas, pese a la validez del registro, exigiéndose por tanto el análisis separado y autónomo de uno y otras, pues es manifiesta su independencia y la imposibilidad de censurarlo por la vía del error de derecho, resulta exagerada, por indiscriminada, y extraña a la valoración jurídica que debe presidirla"

Para la Sala la cuestión merece ser discriminada y tratada en forma diferente, dando lugar a consecuencias múltiples y distintas. De ahí que se pueda decir, de entrada, que la actividad procedimental que busca producir un medio probatorio llega a tener usualmente tanta entrelazada importancia, que, con frecuencia devienen en aspectos inescindibles, al punto que atacado con éxito uno de los extremos, el otro desaparece; en otros términos, la pérdida de valor de lo actuado, que debe estimarse unitariamente, se da a expensas de la destrucción de una u otro aspecto, o de la integrada formulación de la censura"

De ahí, por ejemplo, que si una confesión extrajuicio (indicio) se da durante un allanamiento realizado de manera arbitraria, o en interrogación indebida, no es dable decir que son diferentes y autárquicos el allanamiento, la toma de versión y el indicio que de allí resulta, pues obviamente, si éste solo se obtuvo por tal medio, la validez tiene que mirarse por esos primeros planos. Otro tanto podría decirse de la recepción de indagatoria, contraviniéndose a las formalidades sustanciales de la misma, y la confesión que en ella se produzca la designación arbitraria de personas que no son auxiliares de la justicia o la confección totalmente ilegal de un cuestionario, y la prueba conocida como dictamen o pericia. Vale tanto, cuando el aspecto es único, afirmar que la confesión fue recepcionada sin que en ella interviniera el juez, como afirmar que la diligencia de injurada, por este mismo vicio, se torna inexistente, desapareciendo el elemento probatorio. De igual modo puede decirse que si lo único que permite considerar la existencia de un elemento probatorio que provenga del procesado, es la diligencia de allanamiento, y ésta se cumplió contrariando su regulación legal o constitucional, vale tanto llegar al desconocimiento de esta diligencia, para que lo que de ella dependa, en forma exclusiva, corra igual destino, como censurar la existencia del documento o del elemento delictivo, o producto del delito, por haberse obtenido, por procedimiento vedado. Nadie negará que un interrogatorio bajo tortura, vicia la confesión y vicia igualmente los descubrimientos que sólo dependan en su fuerza demostrativa de este medio"

"Por eso, si un allanamiento efectuado en contravía de lo que al respecto se disponga, en sus aspectos básicos e imprescindibles, constituye la única manera de acreditar las manifestaciones de la persona que tenía derecho a la guarda domiciliaria, obviamente que defecto tan sustancial dará al traste con esa comprobación. Pero si el procesado, en diligencia válida posterior, decide reconocer la posesión de esas armas, la situación cambia fundamentalmente pues el valor de esa probanza ya no depende del allanamiento sino de la indagatoria misma. Y también puede llegarse a igual resultado por complementos testimoniales, periciales, documentales, etc."

Conviene, también, dejar a salvo demostraciones innegables, incontrovertibles, como situaciones de hecho, las cuales no pueden uncirse al desprestigio o carencia de validez de procedimientos que los anteceden, rodean o subsiguen. Así el allanamiento exhiba irregularidades, hay acontecimientos que surgen en su desarrollo que no pueden desconocerse, como sería, v. gr., el descubrimiento de un cadáver, de dinero o documento falsificado, de un laboratorio para la producción de estupefacientes, de un depósito de armas o explosivos, o de una persona secuestrada"

Tiénese, entonces, que en el caso sub-examine el allanamiento fue válido bien por la aquiescencia del procesado, pues no logra convencimiento la forzada explicación de haber accedido a la penetración por la coacción o violencia sobre él ejercida, bien porque se daba un fenómeno de flagrancia. Y, de otro lado, Muñoz Navia reconoció, a lo largo del proceso, que tales armas (las de fuego, con sus municiones), así como los varios documentos decomisados, eran suyas y tenían una procedencia legítima. Esto le ha dado a esta situación una caracterización diferente y de ahí la validez de todos los experticios efectuados sobre las mismas, así como la apreciación que al respecto asumió el Tribunal. En estas circunstancias se daba la viabilidad del ataque en la forma presentada por el casacionista (vía indirecta, error manifiesto de derecho".

PRUEBAS. se deben solicitar en el juicio con indicación clara y precisa de lo que se busca acreditar con cada una de ellas. M. P. Juan Manuel Torres Fresneda. Feb. l8/93. Jurisprudencia Penal, Primer Semestre l993, pág. 32.

PRUEBAS. "De manera reiterada esta Sala ha sostenido que no toda omisión en la práctica de pruebas puede llegar a ser generadora de nulidad, pues para que tal irregularidad llegue a viciar la validez de un procedimiento, requiere que sea de tal naturaleza trascendental que haya afectado el derecho a la defensa; o que, tratándose de importantes pruebas solicitadas por las partes, el funcionario hubiere hecho caso omiso a tales peticiones o las hubiere negado mediante auto de sustanciación, sin dar razones que fundamenten la negativa. Lo anterior siempre y cuando se trate de pruebas trascendentales, que de haber sido practicadas hubieran podido dar un giro totalmente diverso al resultado del proceso". M. P. Edgar Saavedra Rojas. Abril l/93. Jurisprudencia Penal, Primer Semestre de l993. pág. 58

PRUEBAS. Ordenación, práctica. M.P. Juan Manuel Torres Fresneda -Febrero l8/93. Jurisprudencia Penal, Primer Semestre l993, pág. 77. También en pág. 93.

PRUEBAS (Examen y análisis): "Dando por entendido que en el examen y análisis de la prueba aludida no está sujeto el fallador al sistema de la tarifa probatoria (subordinación del Juez a unos medios de prueba tasada), ni tampoco al de la libre convicción (convencimiento a través de un estado interno de conciencia), y si en cambio al de la sana crítica (combinación de las reglas de la lógica y las máximas de la experiencia), resulta apenas natural y obvio inferir que si la estimativa del testimonio o su valoración no están sometidas a la normatividad legal, no es posible entender que en la función crítica pueda el juzgador al evaluarla, incurrir en violaciones a la Ley, A no ser, claro está, que en dicho análisis por exceso o por defecto, por error o por malicia, no traduzca correctamente la verdad del hecho y sus circunstancias, supuesto en el cual, la censura por tergiversación o distorsión del sentido de la prueba, se ubicaría dentro de la modalidad del error de hecho por falso juicio de identidad". M.P. Jorge Enrique Valencia M., Marzo 25/93 . (Jurisprudencia Penal, Primer Semestre de l993, pág. 3l7.).

 PRUEBAS -SENTENCIA CONDENATORIA/ SANA CRITICA/ INHABILIDAD/ PREVARICATO. 

1. En los términos del art. 247 del C. de P. P., son dos los extremos probatorios en que se funda un fallo de condena: Certeza sobre el hecho punible y sobre la responsabilidad del sindicado. La certeza es el conocimiento seguro y claro de alguna cosa o como dice la Real Academia de la Lengua "Firme adhesión de la mente a algo conocible sin temor a errar". 2. Si bien cierto que el art. 106 del Dcto. 1260/70, establece como prueba del estado civil de las personas el registro civil correspondiente, también lo es en materia penal, al reconocerse la libertad probatoria para la demostración de los elementos constitutivos del hecho punible, la responsabilidad de los imputados y la naturaleza y cuantía de los perjuicios, el legislador ha querido en forma relativa y subsidiaria permitir que la verdad histórica pueda ser demostrada por cualquiera de los medios probatorios señalados en el código de la materia, por ser esa verdad la prevalente en el proceso penal. Ello explica la existencia del art. 254 de dicho estatuto que impone al Juez el deber de apreciar las pruebas en si conjunto, de acuerdo con las reglas de la sana crítica. 3. No existe duda acerca del carácter de documentos públicos que tienen las nóminas donde se certifica la asistencia regular de los empleados y la ausencia de inhabilidad alguna en los términos referidos en la ley 12/45 y el dct. 1660/78, art. 1 y 9 respectivamente. De ordinario, si bien no existe un trato afectuoso y ni siquiera amistoso con todos los integrantes de una familia, y a pesar de que unos y otros vivan en diferentes lugares, si se tiene conocimiento de quienes la conforman, sobre todo con respecto de aquellas personas con vínculos mas cercanos; como sucede con los abuelos, tíos, hermanos, primos, sobrinos. Esto permite afirmar que, por lo general, un individuo sabe quienes son los parientes mas cercanos. Casación Penal Mayo 6/93. Magistrado Ponente Edgar Saavedra Rojas. Pag. 903. NOTA: Salvamento de voto de Dídimo Páez Velandia, Jorge Carreño Luengas y Jorge Enrique Valencia M., que dice "Al Estado le corresponde infirmar lo dicho ( por el funcionario y con relación al parentesco con su empleado), pero no con presunciones de responsabilidad, sino con prueba demostrativa de su inexactitud" Gaceta Judicial Nro. 2463. Pag. 913. 

 

PRUEBA/ DERECHO DE DEFENSA. 

"Es una facultad del investigador, que utiliza atendiendo a los elementos de juicio que le reporta el proceso, cuya valoración le permite que no tenga que desviar su atención hacia coartadas o personas imaginarias que con mucha frecuencia son utilizadas por los procesados para descargar en ellas la autoría de los hechos, buscando así ocultar su propia responsabilidad. Es verdad que el funcionario debe investigar tanto lo favorable como lo desfavorable al procesado, pero no constituye una labor puramente mecánica que lo obligue a practicar diligencias tendientes a verificar hechos que de antemano él advierte que son absurdos o inverosímiles. El deber de verificar las citas del indagado existen en cuanto ellas sean conducentes e importantes para los fines del proceso, y como es obvio, en cuanto sean constatables de acuerdo con los datos que aporta el interesado y los elementos con que cuenta el investigador" (Casación Penal. Junio 15/93. M.P. Dr. Ricardo Calvete Rangel. Gaceta Judicial Nº 2463. P. 1303).

 

PRUEBAS (su conducencia): "En cuanto a la negación de la práctica de las pruebas pedidas por el recurrente, la Sala comparte las apreciaciones lógico-objetivas de la Corporación de instancia. La prueba inconducente debe ser rechazada en obedecimiento al art. 250 del C. de P.P, según el cual no son admisibles las pruebas que no conduzcan a establecer la verdad sobre los hechos materia del proceso....Conforme a la anterior prescripción, la conducencia de la prueba se determina por la relación que tenga con los hechos de la acusación. La prueba es conducente cuando por su particular relación con el hecho delictivo y/o la responsabilidad del procesado, puede servir como elemento de juicio al juez para resolver el asunto que tiene asignado.....El Tribunal rechaza la pretensión del recurrente por ser innecesaria e inconducente ya que los hechos que el peticionario pretende establecer con la prueba solicitada ya se encuentran suficientemente demostrados en el proceso....En fin, bien porque los medios de prueba reclamados por el actor no son necesarios en el proceso, ora por inconducencia de los mismos ante el no señalamiento de su trascendencia, la providencia recurrida reclama la aprobación de la Sala y así se procederá...". M.P. Jorge Carreño Luengas. Febrero 23/94. Jurisprudencia Penal, Primer Semestre de 1994, pág. 37.

PRUEBAS : "Dentro de la misma línea argumentativa ha sostenido la Corte que no es posible estructurar un error de hecho a partir de simples discrepancias interpretativas respecto de un determinado medio de convicción, porque existiendo como existe en la legislación procesal colombiana el principio de la libre y racional apreciación de los medios probatorios, los juzgadores son libres de valorar las pruebas unitariamente y en su conjunto y las únicas limitaciones a que están sometidas son las reglas de la experiencia y de la lógica y obviamente dentro de los canales normativos establecidos por la Constitución y la Ley......(....)..Igualmente constituye tesis reiterada de esta Corporación el reconocimiento de la libertad que en el perfeccionamiento de la investigación tienen los instructores para decretar las pruebas que consideren pertinentes a la demostración de la verdad histórica que se busca; libertad que les otorga el arbitrio de escoger los medios probatorios que consideren necesarios para establecer una determinada circunstancia; esto sobre la base de que un hecho puede ser probado simultáneamente por varios medios de convicción y que dentro esta autonomía probatoria, el instructor no está obligado a practicar la totalidad de las pruebas que en un momento dado alguna de las partes considere oportunas. Por ello, no practicar algunas pruebas no puede considerarse siempre como un error de los juzgadores, ni como una falla que afecte la legalidad del proceso, excepto como es apenas obvio cuando se trata de pruebas trascendentales para el establecimiento de hechos determinantes de lo que se investiga y que puedan afectar la búsqueda de la verdad histórica de lo ocurrido y los intereses defensivos de las partes...". M.P. Edgar Saavedra Rojas. Febrero 24/94. Jurisprudencia Penal, Primer Semestre de 1994, pág. 52.

PRUEBAS (la no evacuación de todas las solicitadas, no constituye violación al principio de contradicción ni la validez de la actuación): "También es infundada y debe desestimarse la aseveración en el sentido de haber sido desatendidas reiteradas solicitudes de la defensa para el recaudo de varios testimonios puesto que los juzgadores siempre estuvieron atentos a resolverlas oportunamente como fluye del contenido de los autos de trámite proferidos el 21 de enero y el 18 de febrero de 1992 y 26 de enero de 1993, aunque no con la efectividad deseada porque algunos de los testigos citados no comparecieron a declarar pero 'El hecho de que la prueba no se hubiera podido evacuar no puede afectar el principio de contradicción ni la validez de la actuación, en la medida en que la actividad de los funcionarios fue diligente en procura de recibir efectivamente el testimonio pedido y la ausencia del citado, por causas desconocidas, no puede esgrimirse como una actividad ilegal del juzgador tendiente a la limitación del derecho a la defensa del procesado o a la afectación de su derecho a contradecir, por una de las vías posibles, la prueba ya recaudada' como opina el Procurador Delegado". Jorge Carreño Luengas. Agosto 30/94.

PRUEBAS (oportunidad): " 1. La ritualidad propia de la etapa de juzgamiento se halla prevista en los artículos 444 y ss. del Código de Procedimiento Penal, la que por su trascendencia en la definición del proceso, obliga a su más rigurosa observancia. Por ello, no se puede, como lo pretenden la acusada y su defensor, interpretar las normas que la rigen, bajo la óptica de su mejor conveniencia, sino en forma sistemática...... El artículo 29 de la Carta Política consagra como derecho fundamental de los sujetos procesales el debido proceso, y si bien es cierto que sus preceptivas apuntan especialmente al amparo de los derechos de quien resulta sindicado (presunción de inocencia, derecho de defensa técnica, solicitar y controvertir pruebas, a no ser juzgado dos veces por el mismo hecho, impugnar la sentencia, etc.), también lo es que a los demás sujetos procesales les asiste igual derecho, esto es, que el juicio se adelante y concluya con acatamiento pleno de su rito..... 2. Así las cosas, calificado el mérito del sumario por el funcionario instructor competente, en el evento de proferirse resolución de acusación, como ocurre en este caso, una vez ejecutoriada, los sujetos procesales cuentan con el término común de treinta (30) días hábiles (art.446) para preparar la audiencia pública, solicitar las nulidades que se hayan originado en la etapa de instrucción y no resueltas. Finalmente, solicitar las pruebas que sean conducentes..... En cuanto se refiere a esto último -solicitud de pruebas- es claro que las demandadas en el término ya dicho, deben ser conducentes, es decir, relacionadas con los cargos elevados en la resolución acusatoria, pues es allí donde el funcionario instructor los concreta, con indicación precisa de la norma infringida y sus modalidades, grado de participación y circunstancias específicas de agravación y atenuación punitiva. Entonces, aquellas que no conduzcan a desvirtuar o ratificar la comisión del hecho y a demostrar la responsabilidad o la inocencia del acusado, o la existencia de perjuicios, etc., serán inconducentes..... 3. Siendo así que la ley otorga a los sujetos procesales un amplio término para detectar cualquier nulidad, verificar la necesidad de practicar una determinada prueba y, finalmente, para preparar su intervención en el debate público, no resulta lógico que durante el desarrollo de la audiencia, hasta momentos antes de su conclusión, puedan las partes en forma caprichosa y desordenada estar demandando la práctica de nuevas pruebas..... Los sujetos procesales, con relación a la oportunidad probatoria, deben sujetarse en todo al rito previsto por la ley, pues, según lo establece el artículo 29 de la Carta Política, toda prueba aducida al proceso sin la observancia del debido proceso, será nula de pleno derecho...... Pues bien: el artículo 447 del Código de Procedimiento Penal enseña que si no hay declaración de invalidez del actuar procesal, el juez dictará auto en el que fijará día y hora para la realización de la audiencia pública, y en la misma providencia decretará las pruebas que considere concernientes y solicitadas por los sujetos procesales, o las que de oficio estime pertinentes....... Ocurre sin embargo que si de las pedidas, alguna debe declararse inconducente, entonces no procederá la citación para su realización, sino entrar a declarar tal circunstancia, mediante auto interlocutorio, susceptible de los recursos ordinarios, como garantía del derecho de defensa. Una vez ejecutoriada la providencia respectiva, podrá el juez fijar día y hora para la realización del debate público, dentro del cual, solamente se evacuarán las pruebas decretadas y, desde luego las que resulten de éstas.... Tampoco podrá el juez ordenar la realización de la audiencia pública cuando las pruebas decretadas deban cumplirse fuera de su sede, es decir, practicadas por comisionado, o aquellas que requieran estudios previos y especializados, cuyos resultados deben ser puestos previamente en conocimiento de los sujetos procesales (objetar, solicitar adición o aclarar), como es el caso de los dictámenes periciales, pero en todo caso, dentro del término que determine el juez, que no podrá exceder de quince (15) días (art. 448 del C. de P.P.). ........ Agotada la actuación con la garantía de los derechos de los sujetos procesales, el juez citará para la audiencia pública que se realizará dentro de los diez (10) días siguientes (art. 447 id.). En su desarrollo, se repite, se practicarán las pruebas que el juez haya decretado para ese momento procesal y, también, aquellas que surjan de las realizadas durante el juicio, puesto que dentro de la audiencia, una vez conocido el resultado de las anteriores, el legislador otorga una nueva oportunidad a las partes, única y extraordinaria, para solicitar la práctica de las que resulten conducentes. Las demás, son necesariamente extemporáneas...... 4. La audiencia pública se divide en dos etapas: en la primera, se dará lectura a la resolución de acusación y a todas aquellas piezas del proceso que soliciten las partes o que el juez considere pertinentes; se interrogará al procesado si se halla presente, acerca del hecho imputado y sobre todo aquello que conduzca a revelar su personalidad. Concluida su intervención, se abre paso a la actuación probatoria, en la forma ya dicha. La segunda etapa, será la prevista en el artículo 451 del Código de Procedimiento Penal, es decir, la intervención de los sujetos procesales en el orden allí establecido, quienes se referirán libremente a los hechos, pruebas, circunstancias genéricas y específicas que agraven, atenúen o excluyan la responsabilidad del acusado, mas no podrán solicitar nuevas pruebas como consecuencia de las alegaciones de quienes le han precedido, así las consideren pertinentes, no solamente porque ello desconoce el derecho de igualdad, sino que pugna con el debido proceso que garantiza a los sujetos procesales la oportunidad de controvertirlas. Esto, por cuanto no es posible en el desarrollo de la audiencia pública, otorgar el uso de la palabra a los sujetos procesales por más de una vez, según lo establece la disposición en cita.... 5. Tan cierto es lo anterior que es el artículo 456 del estatuto procesal penal, el que finalmente determina los dos momentos procesales ya descritos, al consagrar que "Finalizada la práctica de pruebas y la intervención de las partes en audiencia, el juez decidirá dentro de los diez días siguientes", es decir, que la oportunidad probatoria precluye para todos los sujetos procesales, sin excepción, una vez se inician sus intervenciones, de lo cual, si es su deseo, podrán al concluir la audiencia, depositar en la secretaría un resumen de sus alegaciones....En síntesis, las únicas oportunidades para que los sujetos procesales puedan pedir pruebas, serán en primer término el traslado previsto en el artículo 446 del Código de Procedimiento Penal y luego, en la audiencia pública, una vez concluida la práctica de las decretadas para evacuar dentro de la misma..... Si ninguno de los intervinientes considera que como consecuencia de las anteriores surjan otras, entonces precluye la oportunidad legal para solicitar pruebas. Las que demanden las partes en el momento de su intervención de fondo, no podrán ser consideradas por el juez, ya que por su extemporaneidad, de ser atendidas, se violaría ostensiblemente el mandato constitucional ya visto..... Entonces, el criterio expuesto por el Tribunal sobre el momento preclusivo que tienen las partes para la solicitud de pruebas y la práctica de las mismas, es el correcto, sin que pueda ser aceptada la posición de la procesada y su defensor, consistente en que hasta faltando unos segundos para la terminación del debate público, la ley (art. 448, inc. 2º) los autoriza para solicitar pruebas y obtener del juez su decreto inmediato...". M.P. Gustavo Gómez Velásquez. Julio 27/94. Jurisprudencia y Doctrina No. 274, pág. 1206.

PRUEBAS - Libertad de medios -: "La demostración de la embriaguez a través de testimonios y no mediante la práctica de una prueba de alcoholemia es el primer cargo que formula el censor, enmarcándolo como una violación indirecta de la ley por la presunta existencia de un error de derecho.... Al regular la parte probatoria del código, el legislador escogió la técnica de la libertad de los medios de convicción para probar cualquier hecho o circunstancia del proceso. Ello significa que la enumeración de pruebas que plasmó en el artículo 248 de la codificación, es enunciativa; de allí que un hecho se pueda probar con los medios allí enunciados, e igualmente con cualquier otro no previsto en esa preceptiva, como claramente lo estipula el inciso segundo del artículo que se comenta. ...... De esa manera, la libertad probatoria consagrada lleva a concluir que los hechos y circunstancias del proceso pueden ser demostrados con cualquier medio que tenga esa capacidad, quedando por fuera la hipótesis de que determinado hecho sólo se puede establecer a través de un especial medio de convicción. Lo que no obsta para admitir que existen elementos de juicio con mayor idoneidad probatoria que otros; por ejemplo, las pruebas ideales para demostrar la tipicidad en un homicidio, obviamente serían la necropsia, el acta de levantamiento del cadáver y la partida de defunción, pero lo anterior no imposibilitaría probar la muerte por otro medio de convicción. .... En el caso que ahora es motivo de consideración, si bien el medio idóneo para la demostración de un estado de embriaguez habría sido la prueba de alcoholemia, ello no quiere decir que esa demostración no se pueda obtener testimonialmente; sobre todo cuando se cuenta con la declaración de un profesional médico, precisamente la misma persona que atendió al procesado de las heridas sufridas, y que por tales razones se encuentra en capacidad de determinar si una persona se encuentra o no afectada de embriaguez, teniendo en cuenta la serie de manifestaciones que son características de tal estado...... En relación con la temática probatoria que se enfrenta, resulta pertinente mencionar la disposición del artículo 41 del CPP, de particular importancia cuando en el ejercicio de sus funciones el juez penal adquiere competencia extrapenal, caso en el cual "apreciará las pruebas de acuerdo con la correspondiente legislación"..... Esta preceptiva sería aplicable, por ejemplo, en el evento de que un juez tuviera que fallar un caso donde fuera indispensable decretar la prejudicialidad civil, luego de transcurrido un año de haberse decretado, sin que se hubiera fallado el proceso civil que tenga efectos en el penal. En tal situación, el juez penal, obviamente con el fin exclusivo de analizar la existencia del delito que juzga, puede tomar decisiones sobre el asunto civil, apreciando las pruebas relacionadas con éste, de conformidad con las reglas establecidas en el derecho civil y su fallo no tendrá otros efectos..... Sin embargo, aquí no se trata de un aspecto de competencia extrapenal, porque la embriaguez, en este tipo de casos, es un elemento para la demostración de la culpa o de la agravación del hecho ilícito y por tanto es de índole exclusivamente penal..... Otra preceptiva a la cual se debe aludir necesariamente es la que contiene el artículo 253 procesal y en la cual se establece que los elementos del hecho punible, la responsabilidad y la naturaleza y cuantía de los perjuicios '..podrán demostrarse con cualquier medio probatorio, a menos que la ley exija prueba especial...' ...... Este mandato legal no se puede entender como, al parecer, lo comprende el censor, porque no es que en el primer inciso se consagre la libertad probatoria y en el segundo una excepción, sino que esta norma debe ser concordada con la precedentemente analizada, en aquellos casos en los cuales el juez penal adquiere competencia extrapenal, para decidir asuntos ajenos a la naturaleza del proceso que maneja y en los cuales se debe someter a las exigencias legales indicadas en el otro ordenamiento.....". MP. Edgar Saavedra Rojas. Oct. 26/94. Jurisprudencia y Doctrina No. 277, pág. 26.

PRUEBAS (la del guantelete): << El resultado negativo de la prueba de guantelete, ahora aportado por el accionante, y que en su oportunidad no fue incorporado al proceso, ningún valor sustancial tiene frente a las sentencias condenatorias atacadas, es decir, su inanidad aleja cualquier posibilidad de modificar el juicio de reproche hecho al proceso y que se concretó en su condena.

(...) Así, entonces, con base en dichos testimonios, respecto de los cuales el sentenciador, sujeto a las reglas de la experiencia y la sana crítica, no halló "preorientaciones" y ajenidad a lo realmente acontecido, como ahora pretende hacerlo ver el accionante, concluyó que G.G., con su arma y sin justificación alguna, dio muerte a U.S.

Es más, tan clara y decisiva fue la prueba testimonial allegada al proceso, que sin esfuerzo alguno pudo colegir el fallador que entre G.R., y U.S., no se presentó ningún forcejeo, tema este utilizado por la defensa y ahora por el accionante para plantear en vano la no concurrente posibilidad de que hubiese sido la víctima causante de su propia muerte. Sobre esta hipótesis el Tribunal finalmente dijo:

"Se insiste en que definitivamente aquí no existió el forcejeo previo al disparo. Los testigos atrás citados están refiriendo de manera clara cómo el sindicado sencillamente accionó el arma contra la víctima sin que mediara forcejeo alguno"

En consecuencia, sin observar confusión alguna en las consideraciones de la sentencia, quedó plenamente probado que el acusado "a muy corta distancia (50 cms., según la testigo O.C.) accionó su revólver causándole la muerte en forma inmediata al joven militar" (fs. 27)

Como se puede ver, ni de lejos la prueba de guantelete aportada por el accionante logra hacer tambalear (mucho menos derrumbar) tan sólidas consideraciones, menos aún cuando es sabido que dicha prueba para efectos de la investigación penal no tiene el valor científico ni eficaz que le atribuye el memorialista, quien pretende ahora que se aprecie insularmente, con desconocimiento de la indiscutible validez de los elementos de juicio que sirvieron de fundamento a la sentencia, para con ello reabrir un debate probatorio ya finalizado con carácter de cosa juzgada, procedimiento inadmisible en sede de revisión, como así lo ha repetido la jurisprudencia >> M. P. Guillermo Duque Ruiz. Febrero 3/95. Jurisprudencia Penal, Primer Semestre de 1995, pág. 164. 

PRUEBAS (libertad de medios de prueba) : << En efecto, nadie ha discutido, pero ni siquiera el casacionista, que como resultado de la acción reprochada a su defendido, murió la mujer de nombre E., deceso acreditado en autos con el acta de levantamiento, el acta de necropsia, el propio informe de tránsito que da cuenta del resultado de la colisión de los vehículos, el testimonio de las personas que viajaban a su lado a bordo del Subarú accidentado y el de los agentes de policía que se apersonaron del caso, además, con la partida eclesiástica de defunción a que se refiere con ahínco la demanda de casación; pruebas todas ellas permitidas en la legislación procesal penal para acreditar el hecho punible investigado.

Ahora, que no se hubiese aportado al plenario con estos fines copia del registro civil de defunción a que se refiere el casacionista, ello no quebranta el art. 105 del Decreto 1260 de 1970 citado en la demanda, pues dicha omisión en nada afecta la comprobación del hecho material objeto de la investigación, no solo porque por otros medios idóneos se había llegado a esa demostración, sino porque en materia penal existe la libertad de medios de prueba incluso respecto a algunos aspectos relacionados con el estado civil de las personas, como este de la muerte en circunstancias que la Ley erige como hecho punible, tal como lo permite la legislación civil, y lo ha definido la jurisprudencia de esta Sala. (Consúltense entre otras, sentencias de mayo 6 y septiembre 6 de 1993, radicaciones 8143, y 7967 respectivamente)... >> M.P. Dídimo Páez Velandia, Febrero 14/95. Jurisprudencia Penal, Primer Semestre de 1995, pág. 167. 

PRUEBAS (Diligencias practicadas por la Policía Judicial): << (...) Las diligencias practicadas por la Policía Judicial cobraban, es verdad, plena validez, pero su estimación como medios probatorios no podía extenderse para cubrir los elementos de apoyo procurados solo para relievar la labor de inteligencia. La Policía Judicial se hallaba instituida como cuerpo auxiliar de los funcionarios de instrucción (art. 312 del C. de P.P.), y su finalidad radicaba en "prestar a los Jueces la colaboración investigativa que sea necesaria" (art. 326), apoyo a cumplir "bajo la dirección operativa del Juez correspondiente y por el término que éste determine" (art. 328). Todos estos requisitos se reunieron en el caso que se controvierte.

Por otra parte, el personal del DAS estaba integrado por ministerio de la Ley a la Policía Judicial (art. 331 C. de P. P.) y su informe se rindió dentro de las formalidades que preceptuaba el art. 336 ibídem, de modo que ninguna irregularidad ni violación de garantía fundamental puede centrarse en su proceder, que ni lo fue por iniciativa propia, caso en el cual la norma restringía su oficiosidad a la actuación preliminar y a las condiciones limitativas del art. 334 del C. de P.P., ni mucho menos en exceso o desborde de las atribuciones que les confería la Ley como unidades auxiliares en las tareas instructivas.

Por otra parte, no se trataba aquí de una comisión ilegal, o mediante la cual pretendiese el funcionario delegar la práctica de pruebas que sólo a él le competían, sino de la expedición mediante auto oportuno de una orden encaminada a obtener efectiva colaboración para el esclarecimiento de los hechos, instructivo que los comisionados realizaron dentro de sus deberes funcionales al localizar e identificar posibles testigos del delito cuyos nombres suministraron con una adicional información relativa a las circunstancias que a cada enterante le constaban.

En cuanto hace con el valor probatorio de esas actuaciones, el art. 338 del Código de Procedimiento Penal que en este caso se aplica, advertía al Juez para que realizara su apreciación conforme a las normas generales establecidas para la aducción y crítica de la prueba. Dicha advertencia no autorizaba, sin embargo, como en este caso resulta ocurrido, par a unificar ni confundir una información que apenas enteraba sobre la localización de unas personas al parecer conocedoras de hechos investigados, con la que mereciera la versión apresurada de sus informantes y mucho menos para tener a éstos a manera de cabales declarantes, porque la prueba testimonial exigía la aducción legal de esas versiones al proceso, rendidas ante funcionario competente y con el lleno de las exigencias normativas prescritas.

Y en este punto es donde se muestra evidente el yerro de los juzgadores en el caso que se examina, porque en lugar de analizarse en las sentencias el informe de los agentes señores R., y B., con indudable exceso la valoración se extendió al análisis de las informales referencias suministradas por los ciudadanos L.E.J., y J. H . P., que en realidad jamás fueron vertidas como testimonios, porque ninguno de los dos declaró ante funcionario competente, ni dentro de las exigencias que rodean la validez de ese medio probatorio.

Y no se diga, como aparece en los fallos de instancia que a falta de esos requisitos las dos versiones se interpretarían como indicios, porque en la construcción de la prueba indiciaria es imprescindible que el hecho indicador descanse sobre medios legal y oportunamente allegados al proceso, lo que tampoco sucedió en el caso que se examina, donde la informalidad de aquellos asertos solo los hacía útiles - ya se ha dicho -, para sustento del informe de inteligencia, mas no para reemplazar la necesidad del recaudo probatorio, único sobre el cual podía centrarse una actividad de controversia, principio rector del procedimiento contenido en el art. 10 de la codificación que se aplica y que de otro modo resultaría inefectivo.

Así las cosas, siendo lo cierto que a los agentes del DAS no se les había conferido una facultad distinta a la de adelantar pesquisas, y que tampoco las versiones de los señores L.E. J., y J.H.P., se recibieron en la forma prescrita por la Ley para su validez, surge innegable que la sentencia no podía reposar sobre la consideración de esos medios para declarar cómo se hizo la responsabilidad penal del acusado, ni imponerle como consecuencia una pena, lo que acredita la ocurrencia de aquel error de derecho evidente y trascendente que acusa la demanda, porque lo cierto es que aparte del informe de Policía Judicial sobre unas versiones referenciales de oídas que jamás lograron ser formalizadas en el expediente, ninguna otra prueba de autoría emerge para comprometer la responsabilidad penal del acusado.

El falso juicio de legalidad se hizo evidente al contrariar en la valoración jurídica de las afirmaciones de los posibles presenciales las normas reguladoras de los medios de prueba, sus requisitos y eficacia (arts. 285, 291, 292, 242, 295, 150, 152, 153 y 304 del C. de P. P.), y si de agregado se tiene que por no mediar la prueba mínima de responsabilidad, no se llegó a desvirtuar la presunción de inocencia que amparaba al acusado A.R.O., la consecuencia obligada es el proferimiento del fallo sustitutivo absolutorio que se impetra, como consecuencia del cual habrá de disponer la Sala la revocación de las órdenes de captura vigentes en contra del enjuiciado >> M.P. Juan Manuel Torres Fresneda. Abril 19/95. Jurisprudencia Penal, Primer Semestre de 1995, pág. 231.

PRUEBAS ( Libertad de medios probatorios - presanidad y muerte de la víctima -, así pueda preferirse algunos de ellos. La crítica probatoria no logró confutar la validez de las argumentaciones expuestas en el fallo): << Tiene razón la delegada en su concepto al criticar por deficiente la presentación de la demanda, y más precisamente al omitirse en ella el sentido de la violación que acusaba se dio por la falta de aplicación del precepto invocado o por su aplicación indebida, y así pudiera ello inferirse, de derecho y ante esa alternativa, si lo alegado era un falso juicio de existencia por suposición u omisión de pruebas o un falso juicio de identidad, o si más bien la alegación se enderezaba hacia un falso juicio de legalidad o uno de convicción.

Pese a la relevancia del vacío, una aproximación a los motivos sobre los cuales reposa la censura, sólo conduce a descubrir la sinrazón de lo alegado, pues frente a cada uno de los reparos esgrimidos vuelven a acumularse las deficiencias del enervamiento.

Así, por caso, cuando el casacionista se refiere a la necropsia para afirmar su insuficiencia en la demostración del cuerpo del delito, hace caso omiso de la advertencia contenida en los arts. 253 y 254 del Código de Procedimiento Penal, en cuanto al primero preceptúa que los elementos constitutivos del hecho punible, la responsabilidad del imputado y la naturaleza y cuantía de los perjuicios pueden acreditarse con cualquier medio probatorio, y en el segundo se precisa que las pruebas se apreciarán en su conjunto y de acuerdo con la sana crítica.

Las pruebas sobre presanidad y muerte de la víctima y las causas que determinan su deceso no se hallan sometidas a la exigencia de un medio especial para su acreditación ni a una tarifación que haga prevalentes unos medios sobre otros, de modo que ni remotamente podría acogerse la objeción del demandante, cuando en el fallo hizo notorio el Tribunal que sobre los elementos externos del delito coincidían el acta de levantamiento del cadáver y el reconocimiento del occiso describiendo las múltiples heridas recibidas con "machete y cuchillo", la diligencia de exhumación y necropsia practicada por el instructor y el legista, el informe suscrito por este perito al folio 125 y su concepto forense del folio 96, lo mismo que el certificado de registro de defunción y la prueba testimonial que describió el estado de normalidad y salud del ofendido previo a la agresión mortal de que se le hizo víctima.

Es de advertir que en el caso propuesto el tiempo transcurrido entre la muerte y la prosección del cadáver (cinco meses) explicaba con la evolución de la descomposición del cuerpo de la víctima la pérdida de importante información sobre el efecto de las heridas recibidas, según lo advertía el legista, pero esa situación irreversible no obstaba para que otros medios permitieran conocer, como en efecto sucedió, la relación causal entre la agresión descrita y la muerte de A.F.Z.

(...) >> M.P. Juan Manuel Torres Fresneda. Mayo 18/95. Jurisprudencia Penal, Primer Semestre de 1995, pág. 359.

PRUEBAS (Libertad de medios probatorios, no vulnera el principio de la investigación integral): << El segundo cargo formulado no corre mejor suerte, al presentarlo con base en la causal primera párrafo segundo por la supuesta omisión en la práctica de algunas pruebas, habida cuenta que la vía escogida para el ataque es equivocada, puesto que este tipo de falencias en cuanto a la ausencia de pruebas que han podido ser trascendentales en el momento de la decisión definitiva evidentemente tienen que ser formuladas por la causal tercera de casación, toda vez que la violación de la investigación integral produce necesariamente nulidad por violación al derecho a la defensa.

Pero tampoco se le podría conceder la razón si las falencias técnicas reseñadas no existiesen, porque las pruebas que denuncia la recurrente como no practicadas no son trascendentales, puesto que con el voluminoso acervo probatorio allegado al proceso, para los falladores de instancia, existió absoluta claridad sobre la demostración del hecho, la autoría y la responsabilidad de los procesados.

Ha sostenido de manera reiterada esta Corporación que el Juez está incurso en un sistema probatorio donde existe la libertad probatoria, porque a pesar de que en el art. 248 se enumeran algunos medios de convicción, en la misma norma se abre la posibilidad de que se puedan practicar medios de convicción diversos a los allí enumerados.

Libertad de prueba que significa igualmente que el Juez no tiene que probar determinados hechos con pruebas específicas, sino que por el contrario puede ser demostrado por una pluralidad de elementos de juicio y es así por ejemplo que la violencia sobre las cosas, una cerradura, puede ser probada por la inspección judicial, o por testigos presenciales del acto violento, o por testigos que posteriormente a los hechos hubieran podido evidenciar los efectos de la violencia, o por prueba documental, fotografías, filmes, grabaciones sonoras etc.; o por estimar que el elemento de juicio con que cuenta es suficiente y por tanto considera la innecesariedad de practicar nuevos medios probatorios o porque los que le son solicitados los considera inconducentes o impertinentes y finalmente, el Juez no tiene tarifa probatoria y por tanto valora los medios de convicción con un criterio racional donde con fundamento en la normatividad constitucional y legal, acudiendo a las reglas de la experiencia, las estima para darles valor o negárselo.

Se ha de concluir, entonces, que no se ha vulnerado el principio de la investigación integral y por ello, haciendo de lado las falencias técnicas, no es del caso decretar oficiosamente una nulidad, porque la prueba existente en el proceso no deja la menor duda de que la sentencia tiene suficiente, razonable y lógico acervo probatorio para sustentar la condena que ahora es motivo de impugnación >> M. P. Edgar Saavedra Rojas. Junio 28/95. Jurisprudencia Penal, Primer Semestre de 1995, pág. 415.

PRUEBAS : "Tanto la negativa como la omisión - de pruebas - deben significar: La primera, una forma de obstaculizar el ejercicio de la defensa y, la segunda, una inercia censurable de los Jueces. Es necesario, por consiguiente, que tales circunstancias afecten de manera grave y ostensible el derecho de defensa. Esta exigencia se alcanza si las pruebas que se niegan u omiten son sustanciales porque apuntan a la responsabilidad del procesado para excluirla o atenuarla. No basta afirmar esa dirección de las pruebas no practicadas, es fundamental que emerja de la investigación la probabilidad de que tienen un contenido capaz de modificar favorablemente la situación jurídica del inculpado. Sólo sobre bases conocidas en el proceso que revelan esa capacidad transformadora procede alegar la nulidad…" (Sentencia de Noviembre 29 de 1984, M. P. Dr. Fabio Calderón Botero).

 

PRUEBAS (El testimonio de personas no obligadas a declarar. Violación del precepto constitucional y consecuencias): << Primer cargo: La pretendida nulidad del proceso por vicios en la formación del testimonio de P. de R., esposa del acusado, a mas de mal planteada resulta ser infundada, toda vez que cuando el recurrente cuestiona la validez de la prueba por desacato o inobservancia del rito procesal exigido para su recaudo, como en el presente caso, ha debido acogerse a la causal primera de casación aduciendo violación indirecta de la Ley sustancial por falso juicio de legalidad.

Es claro que el vicio que afecta la legalidad de la prueba nace y muere con ella, sin transmitir sus efectos nocivos a la restante actuación, por lo cual resulta inconsecuente solicitar la invalidez total o parcial del proceso.

El demandante incurre en el desacierto de dividir o parcelar a su arbitrio la declaración rendida por P., como si se tratara de seis testimonios diferentes y no de uno solo, aunque rendido en sucesivas etapas o ampliaciones. De ahí que critique por separado cada una de tales exposiciones, afirmando que unas, cuyo análisis se excluye de pleno derecho por lo que se anotará más adelante, fueron recibidas sin advertírsele a la deponente sobre el derecho que le asistía a no declarar contra su cónyuge, mientras aquellas de donde resulta confirmable su autoría de la muerte de J. I., fueron el resultado de constreñimiento, amenazas e intimidación por parte de funcionarios que intervinieron en la instrucción del proceso.

Así el recurrente se empeña en tratar de demostrar por todos los medios que P. R., fue constreñida a declarar contra su esposo pero, aunque no lo logre, es lo cierto que la incriminación que se desprende de su dicho fue tomada con especial escrúpulo por el fallador, por proceder de persona que rindió contradictorias versiones sobre lo llegado a su conocimiento, lo cual la hace sospechosa y permite que se diga de ella que carece "de la seriedad, coherencia y consistencia necesarias como para otorgarle mérito de credibilidad", según expresa la Procuraduría Delegada.

Frente a ésto lo que hace el Tribunal Superior es examinar en conjunto lo dicho por la testigo a través de sus múltiples intervenciones, en lo que es válido, siguiendo para ello las reglas de la sana crítica, y así tener como veraces las inculpaciones lanzadas contra su esposo, cuando ya estaba advertida de que no le era obligatorio declarar, al hacerle escuchado decir que fue autor de homicidio, por encontrarlas coherentes y respaldadas en un concurso de hechos indiciarios que el impugnante margina del ataque, tales como la grave enemistad entre víctima y victimario surgida por desavenencias en la repartición de una herencia; las frecuentes amenazas de éste contra aquél; la presencia de ambos en la tienda y cancha de tejo de H. G., en los momentos precedentes a la perpetración del homicidio, habiendo salido el victimario poco antes que la víctima; la manera soez y premonitoria como se refirió M., al occiso, y su consiguiente desaparición del vecindario sin otro motivo entendible. 

De modo que aún en el supuesto de darse como probado el yerro probatorio mal endilgado al Tribunal Superior, éste no trascendería a la sentencia impugnada con fuerza concluyente para hacer variar sustancialmente su sentido, porque otras pruebas de valor incriminatorio como el que ostenta el testimonio de P., serían aptas para mantener la firmeza del fallo de condena, como anota con acierto la Procuraduría Delegada.

Esta misma agencia fiscal recuerda, "como bien lo reconoce el demandante", una providencia del 24 de marzo de 1983 de esta Corporación, según la cual, frente a la excepción al deber de testificar que debe comunicarse a todo declarante que se halle en tal situación, que "La simple inobservancia de tal formalidad por parte del Juez o funcionario de instrucción no afecta la validez del testimonio y menos de la realidad procesal a que accede; implica, eso sí, que éste al dejar de cumplir con ese deber, puede incurrir en falta disciplinaria…".

Tal criterio debe ser reconsiderado bajo el imperio de lo dispuesto por el inciso final del art. 29 constitucional, del cual se colige la nulidad, de pleno derecho, de la prueba obtenida con violación del debido proceso, en lo que no constituya mera omisión saneable o irregularidad inocua.

De otra parte, no genera nulidad del proceso la no vinculación al mismo de otros supuestos autores o partícipes del hecho punible, porque en tal evento la irregularidad advertida se subsana compulsando copias para investigar por separado su conducta, como lo prevé el art. 90 del Código de Procedimiento Penal acerca de la ruptura de la unidad procesal, pero de los antecedentes probatorios con que cuenta el informativo no se vislumbra siquiera dicha posibilidad en lo que respecta a los insinuados R., y A.R., y L.A.B., ni a alguna otra persona.

Además, la prueba notada de menos por el actor, esto es, la encaminada a dilucidar científicamente el problema "fonoaudiológico: que padece el procesado M.R., por tener labio leporino, en nada favorecería su situación ni contribuiría a variar sustancialmente las conclusiones de la sentencia recurrida, porque nadie desconoce o ignora su voz peculiar, que además pudo sonar diferente por obvias razones de excitación o por el fragor de los perros, o sencillamente, como opinó el Tribunal y se repetirá más adelante, la expresión no fue suya sino del agredido, también desentonada por la grave situación.

Significa todo lo anterior que el cargo de nulidad, en sus distintas facetas, no está llamado a prosperar y así se declarará, no sin antes observar que de la revisión del expediente no emerge violación o quebranto de garantía fundamental alguna, que hiciera imperativo su reconocimiento oficioso>> M. P. Nilson Pinilla Pinilla. Febrero 28/96. Jurisprudencia Penal, Primer Semestre 1996, pág. 128.

 

PRUEBAS (OPORTUNIDAD PROCESAL PARA SOLICITARLAS)

"La Sala Penal de la H. Corte Suprema de Justicia, con ponencia del Magistrado Dr. Juan Manuel Torres Fresneda, en providencia de agosto 25 de 1994, reiterada en proveído del 11 de noviembre último, apuntó sobre el particular:"...de la ordenada secuencia que establecen los arts. 448 a 451 del Código de Procedimiento Penal resulta un inalterable orden y una ocasión precisa para el recibo de pruebas en la audiencia, pues si bien es cierto que allí se autoriza practicar aquellas decretadas con antelación y aún aquellas que surgieren 'necesarias para el esclarecimiento de los hechos', la oportunidad para pedirlas y decretarlas tenía que anteceder a la intervención oral de las partes (art. 449 y 451), pues a ésta se procede 'Concluida la práctica de pruebas', siendo ese el orden legal y lógico que impera y no otro, si es que en realidad se quiere respetar el derecho constitucional que asiste para la controversia de los medios' (Providencia de agosto 25 de 1994)" (Tomada de Jurisprudencia Penal, segundo semestre de 1994, "Editora Jurídica de Colombia", páginas 543 y 544).

"Como acertadamente lo observa el Tribunal, tanto la admisión como el decreto de pruebas en el curso del proceso penal se hallan sometidos los principios de legalidad, necesidad, libertad, oportunidad, publicidad, contradicción y conducencia, a través de los cuales se garantizan los derechos a la intimidad y a no autoincriminarse, el de igualdad de oportunidades, la imparcialidad y la lealtad en la búsqueda de la verdad como pilares del debido proceso y fundamentos del estado de derecho y la credibilidad en la justicia.

"Dentro de esa estructura se comprende que la aportación de las pruebas cuente con oportunidades definidas y preclusivas que al mismo tiempo garanticen la oportunidad de su conocimiento y debate, como aseguren la imposibilidad de un sorprendimiento de los sujetos procesales.

"No ajena a esa estructura, la etapa de la causa fija expresa tácitamente las oportunidades y requisitos propios para esa actividad, otorgando a los intervinientes procesales, como ya en forma repetida lo ha sostenido la doctrina de esta sala "...en primer término el traslado previsto en el artículo 446 del Código de Procedimiento Penal y luego, en la audiencia pública, una vez concluida la práctica de las decretadas para evacuar dentro de la misma. Si ninguno de los intervinientes considera que como consecuencia de las anteriores surjan otras, entonces precluye la oportunidad legal para solicitar pruebas. Las que demanden las partes en el momento de su intervención de fondo, de ser atendidas, se violaría ostensiblemente el mandato constitucional ya visto" -art. 29 de la Carta Política- (Providencia de julio 27/94, M. P. Dr. Gustavo Gómez Velásquez)...".

Más adelante continúa la Corte, haciendo alusión a decisión similar, "...si lo esencial del derecho probatorio radica en la aducción de la prueba y la publicidad de contradicción de ésta, debe el medio probatorio proponerse inexorablemente antes de la intervención de las partes, que, como se recordará, es por una sola vez" (Providencia de octubre 19/93. M.P. Dr. Dídimo Páez Velandia) (Las anteriores decisiones fueron citadas en la providencia del 11 de noviembre de 1994, M.P. Dr. Juan Manuel Torres Fresneda. Tomado de Jurisprudencia Penal, segundo semestre de 1994, "Editora Jurídica de Colombia" página 543 y 544).

"Hay que averiguar - ha dicho la Corte Constitucional - cuál es la esencia, el fundamento y el fin del debido proceso como derecho fundamental de la persona y requisito básico de legitimidad del orden social justo....

"....ahora bien, encontramos que la finalidad del debido proceso está constituida por la forma de asegurar la objetividad en la confrontación de las pretensiones jurídicas. Desde luego los medios para llegar a la objetividad pueden cambiar - en cuanto a son susceptibles de mejoría -, pero la forma en sí es, en principio, inalterable, por cuanto es la que da estabilidad y adecuación proporcionada a las partes dentro del proceso, de tal manera que hace que éste sea El Debido. Es oportuno recalcar que la forma es algo más que un requisito y una apariencia, pues su ser implica la actualización de las potencias que obran en lo jurídico. 

"Desde los clásicos el concepto de forma implica la ordenación de la materia que nos da la idea de lo que es un ente real...Con base en lo anterior, se encuentra, pues, que la esencia del debido proceso no es otra cosa que la forma de aseguramiento de la objetividad necesaria en lo jurídico.

"En cuanto a por qué surge el debido proceso, es decir, su fundamento, lo encontramos en los principios de la justicia y la seguridad jurídica; estos exigen que se empleen medios idóneos para dar estabilidad y seguridad a las partes dentro del proceso, en el que se ventilan sus pretensiones con objetividad, esto es, imparcialmente....y jamás limitándose a escrutar tan solo un sector. En tal caso la decisión sería unilateral, y lo unilateral excluye la alteridad, la cual, desde Aristóteles y retomada por los juristas Romanos, como Gayo, Paulo y Ulpiano, es requisito sine qua non de todo acto verdadero de justicia....

"....

"Y esto se entiende como la expresión más clara de un sistema que desea que los fallos de sus jueces se aproxime con la mayor certeza posible a la verdad de los hechos, porque el sistema de la legalidad de la prueba....no busca otra cosa que conservar la garantía mínima de los ciudadanos, de que tendrán siempre la posibilidad de ser escuchados, esto es, que el juez....solo puede ser llevado a través de la convicción positiva de los hechos, fruto de un debate.

"....

"Es necesario afirmar pues que existe un fundamento jurídico sustancial que les concede a las formas procedimentales un valor sin el cual no se puede concebir ningún procedimiento, bajo el riesgo de cometer errores de apreciación sobre la realidad..." (Sentencia Nº T-140. 16 de abril de 1993. M.P. Dr. Jorge Arango Mejía).

"Siendo así - dijo recientemente - que la ley otorga a los sujetos procesales un amplio término para detectar cualquier nulidad, verificar la necesidad de `practicar una determinada prueba y, finalmente, para preparar su intervención en el debate público, no resulta lógico que durante el desarrollo de la audiencia, hasta momentos antes de su conclusión, puedan las partes en forma caprichosa y desordenada - e interminable, agrega la Sala - estar demandando la práctica de pruebas.

"....

"La audiencia pública se divide en dos partes: ...La segunda etapa, será la prevista en el artículo 451 del Código de Procedimiento Penal, es decir, la intervención de los sujetos procesales en el orden allí establecido, quienes se referirán libremente a los hechos, pruebas, circunstancias genéricas y específicas que agraven, atenúen o excluyan la responsabilidad del acusado, más no podrán solicitar nuevas pruebas como consecuencia de las alegaciones de quienes le han precedido, así las consideren pertinentes, no solamente porque ello desconoce el derecho a la igualdad, sino que pugna con el debido proceso que garantiza a los sujetos procesales la oportunidad de controvertirlas. Esto, por cuanto no es posible en el desarrollo de la audiencia pública, otorgar el uso de la palabra a los sujetos procesales por más de una vez, según lo establece la disposición en cita". (Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Penal. 27 de julio de 1994. M.P. Dr. Gustavo Gómez Velásquez). Proceso Nº 951133 radicación Tribunal Superior de Medellín, por el delito de homicidio culposo adelantado en contra de Eliécer Quintero Basto. Ponencia del Dr. Rubén Darío Pinilla C.)

PRUEBAS (Libertad de prueba y racional apreciación de la misma): << Al respecto hay que decir que el Tribunal, en su labor de analizar cada uno de los elementos de juicio, tiene amplia facultad para otorgar mayor o menor credibilidad a un determinado medio de prueba, porque en virtud de ese ejercicio judicial sólo debe apegarse a las reglas de la sana crítica, para lo cual se tienen en cuenta la experiencia, la lógica y la ciencia, al no existir en nuestra legislación tarifa alguna en el mérito de los medios de convicción.

En virtud de dicha facultad, debe examinar con ponderación y equilibrio las declaraciones vertidas en el plenario, extractando de ellas lo que considere importante para la investigación, y en concordancia con los demás elementos de juicio, sin que le sea dable al casacionista fragmentarlos para con ello sacar avante su pretensión de que le sea revocada la condena impuesta, máxime cuando sus argumentos no interpretan la realidad procesal obrante en el fallo atacado…>> M. P. Carlos E. Mejía Escobar. Marzo 11/96. Jurisprudencia Penal, Primer Semestre de 1996, pág. 252.

PRUEBA -REGISTRO CIVIL DE NACIMIENTO-: << De otro lado, bajo esta misma causal, el demandante ataca la sentencia alegando, de manera abstracta, que en Colombia el nacimiento de una persona se prueba con el registro civil de nacimiento, según el decreto 1260 de 1970, y replica que entonces el dictamen constituye una prueba inidónea, ineficaz y sin transcendencia jurídica.

Sobre este aspecto vale la pena recalcar que al consagrar nuestro Código Procesal la libertad probatoria, jamás se podría pensar en la imposición, al funcionario judicial, de comprobar determinada situación con un concreto medio de prueba, porque se estarían contradiciendo las directrices legales consagradas para tal efecto. En este caso, comparte la Sala los razonamientos expuestos por la Delegada al respecto, que en su parte pertinente dijo: 

"Conforme a ello resulta necesario dejar de presente, que en modo alguno el Decreto 1260 de 1970 somete a valoración tarifaria la apreciación del medio engañoso utilizado para obtener la suspensión de la detención al tenor de lo dispuesto en el art. 432 num.2°., del derogado decreto 050 de 1987; es claro que lo que se estaba probando no era otra cosa que el estado post-parto que ostentaba supuestamente la mujer, y no el estado civil del menor como lo pretende el censor. Máxime cuando desde entonces en la legislación penal imperaban las reglas de la sana crítica.

En efecto, y así se plasmó en la sentencia de primera instancia, en el proceso adelantado contra los pluricitados señores M., no se estaba probando una determinada situación jurídica, sino un hecho biológico, que conforme el art. 49 del Decreto 1260 de 1970, se podía acreditar mediante una certificación como la expedida por la señora A.A., pues de esta forma se estaba verificando el hecho natural del nacimiento.

En el caso del dictamen, prueba sobre la cual sienta su discrepancia el demandante, se pretendía establecer con base en el dicho de la procesada R.M., el tiempo que había transcurrido desde el momento en que supuestamente había dado a luz y así determinar la procedencia de la suspensión de la detención preventiva, conforme lo requería el art. 432 numeral 2°., del Código de Procedimiento Penal…>> M. P. Carlos E. Mejía Escobar. Marzo 11/96. Jurisprudencia Penal, Primer Semestre de 1996, pág. 252.

Corte Suprema de Justicia

Magistrado ponente: Dr. Edgar Saavedra Rojas

Sentencia: Noviembre 26 de 1992

Sala Penal

PRUEBAS. Apreciación racional. Para Medida de Aseguramiento.

"Como bien lo destaca el Agente del Ministerio Público son evidentes los yerros de técnica en que incurre el censor, porque finalmente lo que pretende es imponer su personal criterio interpretativo en relación con un determinado medio de convicción, el indicio, sobre la valoración que en su momento le dieron al mismo los sentenciadores en las instancias.

Pero la deficiencia metodológica del demandante adquiere mayor decisión cuando desconoce la realidad legislativa que existe en nuestro país relacionada con la técnica adoptada en materia de medios de prueba; porque es claro que en las dos últimas codificaciones procesales se proscribieron las formas más claras de tarifa probatoria y nos enrumbamos por la moderna concepción imperante de la apreciación racional de las pruebas, en vista de que la historia judicial universal ha demostrado la irrealidad y la injusticia que comporta el primer sistema, dado a que el legislador, de manera apriorística, general y abstracta, en veces, asigna un determinado valor a los medios de convicción, especificando que se trata de plena prueba, semiplena, o en otras descartándolo, en situaciones que riñen con la realidad. Para citar algunos casos de frecuente ocurrencia a nivel universal, en este tipo de legislaciones recuérdese que testimonios como los del demente o del menor, no tienen validez probatoria, a pesar de que debe aceptarse que ameritan toda la reserva interpretativa del juez; lo que no quiere decir que el demente o el niño no puedan hacer afirmaciones que correspondan con la realidad histórica, como en muchas ocasiones se ha demostrado en los estrados judiciales; sin embargo, dentro del sistema tarifado el legislador descarta la apreciación de pruebas en casos como los que se citan o en otros similares.

El segundo método se fundamenta en la preparación de una judicatura responsable, ponderada en sus decisiones, a la que se le otorga una discrecionalidad racional para que aprecie las pruebas en cada caso particular y, de acuerdo a las circunstancias y a su concordancia con todo el acervo probatorio, le de a cada prueba el valor que considere adecuado dentro de su apreciación racional.

Es evidente que este último sistema es mucho más realista y lleva a la posibilidad de una justicia más justa, si es que la expresión puede llegar a ser empleada; porque se reconoce discrecionalidad a la judicatura para la apreciación probatoria, sin que ella, como es apenas lógico, sea ilimitada; por el contrario siempre deberá estar dentro del marco de la ley. Por lo demás, la expresión "apreciación racional", condensa el concepto de libertad que tiene el juez para otorgar un determinado valor probatorio a cada elemento de convicción, teniendo en cuenta los factores inherentes a la producción de la prueba, y el sentido lógico del acaecer natural; pero ello dentro el contexto general de todo el acervo probatorio.

El Tribunal Supremo de Alemania al referirse a la libre convicción judicial dio una idea bastante certera de ella cuando afirmó: "Debido a lo limitado de los medios de cognición, nadie puede saber con certeza absoluta que algún hecho haya ocurrido efectivamente (ni siquiera habiéndolo presenciado directamente). Siempre cabe imaginar posibilidades abstractas de que las cosas hayan sucedido de otro modo. Quien tenga conciencia de las limitaciones puestas al conocimiento humano, no supondrá nunca que su convencimiento de que un hecho ha ocurrido está al amparo de toda duda, y que un error es absolutamente imposible. En la vida práctica vale, pues, como verdad el alto grado de verosimilitud que se obtiene aplicando los medios de cognición disponibles de una manera en lo posible exhaustiva y concienzuda, y si el que conoce tiene conciencia de que existe esa alta verosimilitud así determinada, ello equivale a estar convencido de la verdad". ("Libre apreciación de la prueba", Gerhard Walter).

El censor en una postura perfectamente equivocada, se reitera, desconoce la realidad legislativa nacional que ha impuesto la apreciación racional y ha desechado la tarifa legal; el desatino surge evidente de algunas de las afirmaciones que hace para criticar la posición probatoria adoptada por los juzgadores en cuanto a la prueba de indicios cuando sostiene: "La misma ley procesal penal establece una tarifa legal que le fija al juzgador indicándole que un indicio grave puede dar fundamento a una medida de aseguramiento, con dos o mas indicios con naturaleza de graves puede el funcionario dictar resolución de acusación. Para condenar le exige, se ha dicho por doctrinantes interpretando los artículos 414 y 470 del Código de Procedimiento Penal que se requiere al menos tres indicios graves que conduzcan a la certeza de la responsabilidad del justiciable".

Más adelante agrega que: "Con el solo indicio de presencia el juez colegiado, de segundo grado obtuvo la certeza violando claros dictados legales"; y concluye: "Quebrantó la ley sustancial con el error de interpretación al asignarle el indicio de presencia un valor probatorio incriminatorio que no tiene ".

En lo que denomina la recapitulación el actor termina afirmando que se incurrió por el sentenciador en una violación indirecta de la ley: "al apreciar equivocadamente la prueba de responsabilidad del procesado, porque a la prueba semiplena le dio el valor de plena o conducente a la certeza de responsabilidad del acusado ....."

Es manifiesto el equivocado camino escogido por el censor en su crítica, porque basta analizar la normatividad procesal relacionada con los medios probatorios para que sea el legislador quien nos conceda la razón; es así como en el artículo en que establece los requisitos para dictar sentencia condenatoria, exige la presencia en el proceso de "prueba que conduzca a la certeza del hecho punible y la responsabilidad del sindicado". En el precepto en donde se hace una enumeración no taxativa de los medios de prueba; se indica que: "Los indicios se tendrán en cuenta al momento de realizar la apreciación de las pruebas, siguiendo las normas de la sana crítica". Con respecto a la apreciación probatoria, la codificación procesal establece: "Las pruebas deberán ser apreciadas en conjunto, de acuerdo con las reglas de la sana crítica", e impone a el juez el deber de exponer "razonadamente el mérito que le asigne cada prueba". Ya en referencia concreta a los indicios y a su apreciación ordena: "El funcionario apreciará los indicios en conjunto teniendo en cuenta su gravedad, concordancia y convergencia, y su relación con los medios de prueba que obren en la actuación procesal".

Por otra parte, no corresponde a la realidad legislativa la afirmación que hace el recurrente cuando refiriéndose a los indicios asegura que la norma exige un indicio para sustentar una medida de aseguramiento. Si se confronta la norma que establece los requisitos formales de este tipo de decisiones en lo pertinente a las exigencias probatorias, se observa que deben contener: "Los elementos probatorios sobre la existencia del hecho y de la probable responsabilidad del sindicado, como autor o partícipe". En lo que atañe con la resolución de acusación, desde la perspectiva probatoria, la normatividad impone como requisitos formales: "La indicación y evaluación de las pruebas allegadas a la investigación".

No son entonces correctas las apreciaciones formuladas por el censor en la crítica probatoria, porque como se ha sostenido en innumerables ocasiones por la Corporación y una vez más se ha demostrado en esta decisión en casos como este, no es factible pretender se reconozca la existencia de un error de derecho por haberse dado a los medios de convicción un valor diverso al establecido en la ley, porque como se ha visto, esta no le asigna ninguno y todo queda dentro de la libre apreciación probatoria que el legislador quiso otorgarle al juzgador.

Pero no son esos los únicos defectos técnicos que se evidencian en el libelo analizado, pues también se advierte que se limitó a atacar los indicios como si esa hubiese sido la única prueba tenida en cuenta por los sentenciadores para llegar al juicio de responsabilidad, cuando basta analizar el proceso y de manera concreta la sentencia para evidenciar que fueron analizados otros medios de convicción, que al no ser atacados por el demandante hacen igualmente impróspera la demanda, pues de manera reiterada ha sostenido la Corte, que cuando se demanda la sentencia con fundamento en la segunda parte de la causal primera, han de atacarse todos los medios de convicción que por ser relevantes sirven de fundamento a la decisión impugnada".

 

Corte Suprema de Justicia

Magistrado ponente: Dr. Gustavo Gómez Velásquez

Sentencia: Junio 17 de 1992.

Sala de Casación Penal

PRUEBAS. Prevalencia del Derecho Sustancial.

"...

La tímida crítica probatoria, por otra faz, se presenta simplemente como una disparidad de criterios, contraposición en la cual tiene mayor ascendiente la opinión expresada por el Tribunal, pues su fallo viene precedido de la doble presunción de acierto y legitimidad. Además, la cuestión impondría, por si, una sustancial variante en cuanto a la índole y desarrollo de la censura, pues otra habría sido la vía a escogerse.

En cuanto al punto de fotocopias, demandante y Delegada coinciden en restarle mérito de comprobación exculpativa, por ausencia de debida autenticación. Estos documentos, para los aludidos intervinientes, carecen de valor y mal pueden apuntar al fundamento de la sentencia atacada.

Ya se ha visto que el factor exclusividad, no es dable cargarla a esta clase de prueba, por lo que el fallo así prosperara esta objeción, podría subsistir a expensas de otras probanzas y de otros análisis probatorios.

Pero la restricción absoluta e inflexible que al respecto se quiere imponer no tiene la validez que para este aserto se reclama, y la noción resulta atacable no solo para el momento de definirse la impugnación, por mandato expreso de la Constitución, que en su artículo 228 manda dar prevalencia al derecho sustancial, sino para la época en que fueron emitidos los fallos de primera y segunda instancia. En efecto, la condición de documento privado de los papeles con los cuales el sentenciado estableció su álibi, no carecen de toda significación probatoria, al menos en el campo penal, en donde el mérito de esta clase de comprobaciones no se rigorizan en el escrupuloso sentido de la legislación civil -art. 279 C.P.C.-, máxime cuando quienes podían establecer su fingimiento, aprocrificidad, falseamiento, etc. (entre ellos el propio funcionario de instrucción) nada hicieron por evidenciarlos como tales y, por contrario modo, algunas situaciones vinieron en apoyo de los mismos.

La autenticidad declarada por el notario, como en el caso del documento de (actividad desplegada en la ferretería ....), es suficiente a falta de demostración en contrario que establezca su artificiosidad y engaño. Es conveniente, de suma conveniencia en casos como los que relaciona un documento de esta clase, interrogar en profundidad a quien lo suscribe, o a quienes tienen que ver con los hechos que allí se consignan. No es admisible la tesis que condiciona la eficacia de escrito tal a la realidad de un testimonio rendido por su suscriptor.

Pero hay una razón de mayor peso que finiquita la eficacia de la censura. No todos los documentos privados allegados al proceso penal pueden tratarsen, en cuanto a su autenticidad (certeza sobre la persona que ha elaborado, manuscrito o firmado), con el mismo rasero. Está bien esta crítica y decadencia cuando en su producción para nada ha intervenido el funcionario penal (instructor o de pleno conocimiento), siendo factible imaginar su manipuleo, inmutación, etc., pero no ocurre otro tanto cuando el propio juez se ha dirigido a determinada persona (natural o jurídica) para procurar una información que interese al proceso penal. Suministrada ésta, la documentación así aportada merece ser apreciada como auténtica y debe surtir todos los efectos que la misma sea capaz de generar. Dejando a salvo, claro está, la oportunidad de controvertirla ampliamente, ya por iniciativa del funcionario, ya por actividad de las personas que intervienen en el proceso".

 

Corte Suprema de Justicia

Magistrado Ponente: Dr. FABIO CALDERON BOTERO

Sentencia 17 de Septiembre de 1989

Sala de Casación Penal

PERICIA SIQUIATRICA

La omisión de esta prueba con la cual se busca establecer el estado mental del procesado, no debe cuestionarse como afección al debido proceso en cuanto se desconoce un trámite, sino respecto de su incidencia en la legalidad de la pena. Tampoco resulta admisible considerar la objeción como agravio al derecho de defensa.

"El actor sostiene que en el proceso existen serias bases para suponer que el procesado T.R.C., es inimputable, lo cual obligaba al Juez a ordenar a su respecto un examen médico, con fundamento en el art. 274 del Código de Procedimiento Penal, que dice:

"Examen del procesado. Cuando se trate de exámenes en la persona del procesado, el Juez puede ordenar que éste sea colocado, con las seguridades, en un establecimiento que facilite las investigaciones del perito, por el tiempo que sea necesario".

Esa norma, como se ve claramente en su tenor no está ordenando al juzgador someter a examen médico al procesado que probablemente haya cometido el hecho punible en situación de inimputabilidad, a diferencia del art. 411 de la codificación anterior ( Decreto 409/71) que sí lo contemplaba clara y expresamente.

Mas desde luego que la suspensión del citado art. 411 no significa que la obligación allí prevista haya dejado de subsistir, pues ella forma parte de los "deberes generales" del Juez frente al proceso que emanan de diversas normas del Código de Procedimiento Penal.

Ahora bien: un cargo semejante de omisión de dicha prueba, de verdad que encuentra marco debido en la causal de nulidad, no ya porque el carácter de inimputable llevaría a otro procedimiento, pues desde la entrada en vigencia del nuevo Código de Procedimiento Penal (no a partir de la "supresión" del Jurado, como señala la Delegada, quizás en referencia al Decreto 1861 de 1989, que acabó con la institución), imputables e inimputables era juzgados con intervención del Jurado de Conciencia, en los delitos expresamente señalados allí (art. 505), sino que la nulidad devendría de una violación al debido proceso, no en cuanto a su trámite, sino derivada de la vulneración de la "legalidad" de la pena, de la medida de seguridad, en fin, de la consecuencia respectiva que comporta por este aspecto el fallo de condena. En cambio, no ve claro la Sala la tesis de la Delegada en tal sentido, esto es, la violación al derecho de defensa, sencillamente porque no puede aseverarse, la forma absoluta y general, que la medida de seguridad sea más benigna que la pena. No mas recuérdese al respecto la "indeterminación" que -se ha reconocido mayoritariamente en decisiones de exequibilidad de Sala Plena- es propia de ciertas medidas de seguridad, cosa nunca predicable de una pena en sentido estricto. De ahí que diga la Sala que en estos eventos se desconocería la legalidad de las penas o "sanciones" y no el "derecho de defensa".

En lo demás, se comparte el criterio de la Procuraduría. En efecto: en este caso concreto, en el que se acusa al procesado de traficar con cocaína, resulta necio hablar de que ese comportamiento pudo estar determinado por alguna de las causas de inimputabilidad (art 31 C.P.).

"Por lo demás -indica la Delegada-, la comprobación de la inimputabilidad del procesado se convierte en imperativo para el investigador, en cuanto los elementos de juicio revelen con fundamento atendible y serio, la posibilidad de que el procesado se encuentra en esa condición. Por lo tanto únicamente ante antecedentes de esta índole, omitir el examen siquiátrico del implicado eventualmente llegaría a configurar una lesión para el derecho de defensa".

Que el procesado haya estado 4 días en un hospital mental (del cual se evadió, por lo demás), y que haya confesado ser consumidor, o "gustarle" la marihuana, no reviste de por sí la probabilidad de que sea inimputable. Y si el Juez ordenó su "examen mental", designó el perito y formuló a éste el cuestionario ( fls. 107 y ss.), pero a la postre el examen no se llevó a cabo (o por lo menos no obra en el proceso), tal cosa no revela la inimputabilidad de T.R., la Sala no lo ve así, y el casacionista tampoco lo hizo ver, limitándose a echar de menos ese peritaje."

 

Corte Suprema de Justicia

Magistrado Ponente: Dr. JORGE CARREñO LUENGAS

Auto Marzo 19 de 1992

Sala de Casación Penal

 

TESTIMONIO DE PARIENTES

Por lo general, en materia penal el testimonio de una pariente de cualquiera de los sujetos procesales, no puede ser rechazado de plano, por el solo hecho del vínculo de consanguinidad, sino que debe ser examinado en armonía con todo el caudal probatorio y apreciado en su justo valor como elemento de convicción en las decisiones jurisdiccionales.

"Es verdad, que en muchos casos los testimonios de parientes, amigos íntimos o de persona con quien exista grave enemistad, entre otros, deben examinarse con especial cuidado por el juzgador porque el juego de los sentimientos les puede restar independencia e imparcialidad en sus dichos llevándolos a desfigurar la verdad o a callar el cómo y el porqué de la agresión u ofensa. Pero no se puede a priori y por este solo hecho calificar de falsa una prueba de esta naturaleza, en especial si se trata, como en el caso en examen, de una manifestación directa sobre los hechos materia del proceso, que se encuentra apoyada por otros elementos de convicción. Es al juez dentro de las facultades que le otorga la ley y siguiendo el sistema de la sana crítica a quien corresponde apreciarlo para aceptarlo si le merece credibilidad o para rechazarlo si lo considera interesado y contrario a la verdad real del proceso. 

Es igualmente equivocado calificar de falso un testimonio tan solo por provenir de un menor de edad. Es cierto, que la psicología del testimonio recomienda analizar con cuidado el relato de los niños, que pueden ser fácilmente sugestionables y quienes no disfrutan de pleno discernimiento para apreciar nítidamente y en su exacto sentido todos los aspectos del mundo que los rodea; pero, de allí no puede colegirse que todo testimonio del menor sea falso y deba desecharse. Aquí, como en el caso anterior, corresponde al juez dentro de la sana crítica, apreciarlo con el conjunto de la prueba que aporten los autos para determinar si existen medios de convicción que lo corroboren o lo apoyen para apreciar con suficientes elementos de juicio su valor probatorio".

 

Corte Suprema de Justicia

Octubre 7 de 1986

Magistrado Ponente: Dr. DANTE L. FIORILLO PORRAS.

Sala de Casación Penal

CONFESION. Alcance y definición.

"Ha dicho esta Corporación: "Por confesión se entiende, en materia criminal, el reconocimiento solemne y expreso que de su propia responsabilidad hace libre y espontáneamente el sindicado de la comisión de un delito, ya lo haga en forma plena o completa, bien atenuada o restringida, lo que quiere decir que, en suma, para que exista realmente confesión, ésta debe producir, en mayor o menor grado, consecuencias procesales respecto del reconocimiento de la responsabilidad penal del confeso"

 

Corte Suprema de Justicia

Magistrado Ponente Dr. FABIO CALDERON BOTERO

Sentencia: Abril de 1981

Sala de Casación Penal

PRUEBA INDICIARIA

La indiciaria es la prueba indirecta por excelencia, como que a partir de algo conocido y por virtud de una operación apoyada en las reglas de la lógica y en las máximas de la experiencia, se establece la existencia de una cosa desconocida. Por eso, si del hecho indiciario no se tiene un convencimiento pleno, la deducción viene a ser contraevidente.

"Conviene recordar que, evidentemente, las pruebas en general, y los indicios en particular, deben ser apreciados en conjunto, armonizando o entretejiendo unos con otros. Mas, en lo que a los indicios concierne, para que esta tarea pueda ser cumplida de manera correcta, la existencia del hecho indiciario no le debe ofrecer ningún género de dudas al fallador, condición que, exigida en el artículo 248 del C. de P. C., tiene una obvia razón de ser: La indiciaria es la prueba indirecta por excelencia, como que a partir de algo conocido y por virtud de una operación apoyada en las reglas de la lógica y en las máximas de la experiencia, se establece la existencia de una cosa desconocida. Por eso, si del hecho indiciario no se tiene un convencimiento pleno, la deducción viene a ser contraevidente.

Pero la eficacia probatoria del indicio también depende de la intensidad o del vigor con que se manifieste el enlace entre el factum probandum y el factum probans. Entre más ceñida a la lógica y a las máximas de la experiencia se vea la inferencia, mayor será la significación probatoria del indicio.

En la casación el error de hecho por la no apreciación de los indicios se puede presentar porque el sentenciador ignore la presencia del hecho indiciario, siempre y cuando, claro está, la existencia de éste se halle satisfactoriamente fijada o, al contrario, porque sin estarlo, lo suponga. O porque viéndolo, se abstenga de extraer de él la inferencia que lógicamente corresponde, o extraiga una que sea contraevidente. O, en fin, porque, no obstante ver los distintos indicios, cuando son contingentes, no los relacione o concatene a fin de apreciarlos en conjunto".
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